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EDITORIAL

“No olvidemos, por otra parte, que nunca faltan sentencias contradictorias (o es que, por ejemplo, ¿ya nos olvidamos que según una Sala de la Corte Suprema los crímenes del grupo Colina son de lesa humanidad
 y según otra no lo son?). En estos casos, ¿cuál sería la verdad ofi cial?”. Editorial de El Comercio El diablo está en los detalles / 29 de agosto del 2012

HUMOR PROFANO

EL PELIGROSO PROYECTO DE LEY UNIVERSITARIA EL APORTE AL ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO

EL TÁBANO

El Frontón: justicia prescrita

La felicidad ja, ja

La sentencia del TC sobre la matanza en El Frontón cierra el paso a la justicia en un caso que la ha esperado demasiado ya.

E l Tribunal Constitucional (TC) ha 
declarado que los hechos ocurridos 
en la isla-prisión de El Frontón en ju-
nio de 1986, bajo el primer gobierno 
aprista, no constituyeron crímenes 

de lesa humanidad.
Como se recordará, entre el 18 y el 19 de junio 

de 1986 más de un centenar de internos del men-
cionado penal, procesados o sentenciados por 
terrorismo, murieron como consecuencia del 
debelamiento de un motín. Un motín que esta-
ban protagonizando en momentos en que el en-
tonces partido de gobierno era anfi trión en Lima 
de un congreso de la Internacional Socialista.

Casi todos los testigos de los hechos coinci-
den en señalar que los internos fueron ejecu-
tados luego de que los infantes de Marina que 
habían sido enviados a la isla ya habían contro-
lado el motín. De hecho, la matanza ilegal fue 
reconocida implícitamente por el propio presi-
dente García, a quien algunos indicios parecían 
implicar en los hechos y quien declaró tajante-

mente con referencia a los autores del debe-
lamiento: “O se van ellos o me voy yo”. Luego 
sucedió que no se fue nadie (o nadie con algún 
puesto signifi cativo). 

Pues bien, los problemas con la aludida de-
claración del TC sobre estos sucesos son, prin-
cipalmente, dos, y han sido debidamente des-
tacados por la Defensoría del 
Pueblo y el Instituto de Derechos 
Humanos de la Universidad Ca-
tólica. El primero es que al haber 
declarado que los hechos de El 
Frontón no constituyeron críme-
nes de lesa humanidad el TC está 
diciendo que se trata de hechos 
ya prescritos (ocurrieron hace más de 25 años), 
y esto, en buena cuenta, los pone fuera del al-
cance de la justicia. La segunda –y más grave– 
es que el TC parece haber hecho esta declara-
ción sobre bases bastante ligeras y, peor aún, 
antijurídicas. 

En efecto, el TC ha hecho su categorización le-

gal de los hechos de El Frontón –diciendo que no 
son crímenes de lesa humanidad– en medio de 
un proceso de hábeas corpus: un tipo de proceso 
que no cuenta con etapa probatoria y en el que, 
por tanto, los jueces no entran a analizar con de-
tenimiento cómo ocurrieron los hechos de fon-
do. Ergo, sea el que sea el motivo que llevó a los 

jueces del TC a declarar que los he-
chos de El Frontón no entran den-
tro de la categoría de crímenes de 
lesa humanidad, podemos tener 
claro que fueron motivos ajenos a 
los hechos en sí. 

Por otra parte, no fue solo el 
caso que el TC se metió a resolver 

en este proceso de hábeas corpus algo que no le 
correspondía, sino que lo hizo cruzándose en el 
camino de la instancia a la que sí le tocaba pro-
nunciarse: existe un proceso penal en curso en el 
Poder Judicial en el que los hechos de El Frontón 
aún están siendo esclarecidos. A esta instancia 
le competía ver las pruebas y establecer luego de 

ello si los sucesos de El Frontón califi caban o no 
como crímenes de lesa humanidad y, por tanto, 
si aún se podían juzgar o si habían prescrito. A es-
ta instancia, pues, es a la que le ha querido cerrar 
el paso el TC con su sentencia.

Quienes creen que los derechos humanos no 
son universales y que los cuerpos de los terro-
ristas y los sospechosos de terrorismo (como la 
parte de los presos de El Frontón que aún no ha-
bían recibido sentencia) deben constituir una 
especie de coto de caza libre para el Estado (aun 
cuando ya estén rendidos) seguramente cele-
brarán esta decisión del TC y hasta podrán jus-
tifi car que, al momento de producirla, esta ins-
titución haya violado el propio derecho al que 
existe para proteger. Pero para quienes creemos 
que el Estado no solo debe mantener siempre 
la superioridad física sobre sus enemigos, sino 
también la moral, y que cuando traiciona el mar-
co legal que le da origen y justifi cación, se boi-
cotea sobre todo a sí mismo, esta sentencia solo 
puede ser una mala noticia. 

S egún un informe de la ONU, el Perú 
ocupa el último lugar del ránking de 
la felicidad en Sudamérica. La noti-
cia generó inmediatas reacciones en 
la política local.

Una de ellas es del congresista Jaime Delga-
do, quien sugirió la creación de un Fondo para 
la Felicidad. La propuesta implica que el Esta-
do retenga el 30% del sueldo del ciudadano y 
lo obligue a realizar actividades que lo hagan 
feliz. El proyecto no generará gastos al Estado, 
aunque para dicha labor será necesaria la crea-
ción del Instituto Nacional de Felicidad.

Los comentarios también se escucharon 
desde el fujimorismo. Luz Salgado criticó la in-
jerencia de la ONU en un tema interno (“la fe-
licidad de los peruanos nos incumbe solo a los 
peruanos”) y exigió al Ejecutivo nuestro retiro 
de dicho organismo internacional por vulnerar 
nuestra soberanía.

Del lado de la izquierda, las reacciones tam-

H arvard comenzó en una pe-
queña casa con nueve alum-
nos. Yale, durante sus seis 
años iniciales, no tuvo local 
propio y las clases se dicta-

ban en el hogar de su rector. Columbia, 
por su lado, empezó con un profesor y 
ocho estudiantes. Y el MIT tuvo un comienzo 
tan duro que se pensó en cerrarlo a pocos años 
de su fundación. Muchas de las hoy grandes 
universidades del mundo, en fi n, no empeza-
ron precisamente como grandes instituciones. 

A veces es fácil olvidar que los árboles nacen 
de pequeñas semillas. Como por ejemplo lo ol-
vida la Comisión de Educación del Congreso, 
empecinada en elaborar un proyecto de ley uni-
versitaria que haría que solo un millonario pue-
da fundar una nueva universidad.

La comisión, por ejemplo, busca que el Esta-
do tenga discreción para exigirle a las nuevas 
instituciones que desde el inicio cuenten con 
importantes recursos económicos, humanos e 
infraestructura. Asimismo, quiere prohibir que 
comiencen con menos de tres facultades y obli-
garlas a contar, por lo menos ,con un 30% de 
profesores a tiempo completo y que solo se de-
diquen al dictado durante el 40% de su trabajo. 
La comisión también tiene en mente exigir a las 
nuevas universidades servicios deportivos, so-
ciales y psicopedagógicos. Y, solo por citar otro 
requisito, obligarlas a que cuenten con recursos 
para invertir el 15% de su presupuesto en inves-
tigación y el 2% en responsabilidad social. Así, 
si se aprueba el proyecto, las universidades solo 
podrán empezar a lo grande.

Parecería estupendo que todos estos niños 
pudieran nacer adultos. Pero la realidad es que 
si estas exigencias hubiesen existido hace unas 

décadas, no se hubiera autorizado la 
creación de varias de las que hoy son las 
mejores universidades del país. La 
PUCP, por poner un caso, empezó con 
dos facultades (Letras y Jurisprudencia), 
sin local (los cursos se dictaban en aulas 
prestadas por un colegio), sin infraes-

tructura deportiva, solo con unos pocos profeso-
res, y con nueve alumnos en la primera clase.

Según el presidente de la Comisión de Edu-
cación, el problema de las universidades es que 
en los últimos años han surgido “como hon-
gos” y por eso sería necesario imponer nuevos 
estándares. Pero la verdad es que las únicas que 
ganarían de aprobarse su proyecto serían las 
universidades ya consolidadas (esas que ni se 
asoman entre las primeras 500 del mundo se-
gún el “QS World Universities Ranking”). Ellas 
enfrentarían menos competencia, gozarían de 
un negocio más seguro y tendrían que esforzar-
se menos por brindar una mejor educación. Los 
perdedores, claramente, serían los alumnos.

Lo que se debería hacer para elevar el nivel 
educativo es brindar información para que los 
ciudadanos puedan evaluar la calidad del ser-
vicio de cada institución. Por ejemplo, como 
sugirió Gustavo Yamada,estadísticas sobre la 
empleabilidad de los egresados de cada facul-
tad del país. Eso sí serviría para que empiecen a 
desaparecer las universidades cuya educación 
no sea una buena inversión pues los alumnos, 
ni tontos que fuesen, no pagarían por ella de es-
tar bien informados.

La Comisión de Educación, sin embargo, pa-
rece preferir asegurarle el negocio a las univer-
sidades consolidadas o a élites millonarias. Y, 
de paso, matar antes de que nazca a una posible 
gran universidad peruana.

H ace pocos días, a los 102 años 
de edad, falleció el Premio 
Nobel de Economía 1991 
Ronald Coase, quien fue ade-
más el representante más 

destacado de la escuela del análisis eco-
nómico del Derecho. A pesar de que pu-
blicó muy poco, Coase tuvo una gran infl uencia 
en el pensamiento económico y jurídico contem-
poráneo. Profesores de Derecho tan destacados 
como George L. Priest y Richard A. Epstein, entre 
otros, lo consideran uno de sus referentes prin-
cipales.

Sin saber que Coase estaba cerca de morir, en 
julio pasado publiqué aquí una glosa de su céle-
bre artículo de 1937 “La naturaleza de la empre-
sa”. Como dije entonces, considero que este con-
tiene un aporte clave para la comprensión del 
mercado y de la empresa, ya que explica cómo se 
sustituyen uno por otro, según tengan costos de 
transacción o administrativos inadecuados. El 
Premio Nobel de Economía 2009, Oliver E. Wi-
lliamson, ha indicado que esto obliga a revisar el 
derecho de la competencia, y, especialmente, el 
control de fusiones y concentraciones.

Ahora bien, en 1960 Coase publicó otro ar-
tículo, “El problema del costo social”, que tuvo 
aún mayor impacto. A mi juicio, sin embargo, 
este segundo artículo da pie a una defi nición del 
rol de la administración de justicia que contradi-
ce la visión liberal del primero. Coase trató luego 
de aclarar qué había querido decir, pero muchos 
de sus seguidores ya habían tomado –y siguen to-
mando– al pie de la letra lo que es, por lo menos, 
una exposición inadecuada de una idea correcta.

A mi juicio, el problema de este artículo deriva 
de la perspectiva de análisis que adopta. Para ex-
plicar qué entiende por costo social, Coase pone 

el ejemplo del “humo de una fábrica que 
provoca efectos nocivos en los que ocu-
pan las propiedades vecinas”. Las solu-
ciones tradicionales –responsabilizar al 
dueño de la fábrica por el daño, fi jarle un 
impuesto equivalente al daño o prohibir 
las fábricas en los distritos residenciales– 

pasan por alto que “estamos tratando un caso de 
naturaleza recíproca” (las itálicas son mías).

Considero que afi rmar esto puede tener gra-
ves consecuencias. Si tal cosa fuera cierto, para el 
ejemplo de la fábrica, bastaría contraponer la va-
loración que ella hace de su actividad industrial 
a la que los vecinos hacen de su aire puro, y resol-
ver que el problema sea asumido por el ‘cheapest 
cost avoider’ (‘a quien le resulta más barato’). En 
semejante perspectiva, sería irrelevante quién 
estuvo allí primero, si la fábrica o los vecinos, con 
lo que sus derechos de propiedad quedarían su-
jetos a los análisis costo-benefi cio que hagan los 
jueces.

Coase insistió luego en que su planteamien-
to había sido formulado desde una perspectiva 
“abstracta”, solo para explicitar la importancia 
de los costos de transacción; sin embargo, es cla-
ro que da pie a un enfoque activista de la admi-
nistración de justicia y del rol del Estado en la 
economía. Inspirado en tales ideas, por ejemplo, 
algunos gobiernos han impulsado programas de 
titulación en los que el Estado no solo reconoce 
sino más bien asigna derechos de propiedad, con 
todo lo peligroso que ello implica.

Así, aunque debe reconocerse el aporte ex-
traordinario de Ronald Coase al análisis econó-
mico del Derecho, debe también advertirse los 
riesgos de un enfoque equivocado de este, origi-
nado en una exposición de ideas que no siempre 
fue lo sufi cientemente clara.

CONTROL
Hay quienes creemos 
que el Estado no solo 

debe mantener siempre 
la superioridad física 

sobre sus enemigos, sino 
también la moral.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

poco se hicieron esperar. Mientras la alcaldesa 
de Lima señaló que el informe le parecía “mara-
villoso”, la directiva del Frente Amplio (integra-
da por 47 dirigentes) entregó un plan con 134 
medidas para lograr la felicidad, entre las que 
destacan el cambio de ministro de Economía y 
una nueva Constitución.

Al cierre de la edición, no se conoce pronun-
ciamiento ofi cial del Ejecutivo. Ello genera 
preocupación, pues no se estaría aprovechando 
la coyuntura para transmitir un mensaje de tran-
quilidad (y felicidad) a los inversionistas.

Semillas 
y universidades

Ronald Coase: 
debe y haber


